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Expediente: TJA/1 aS/1 4612024.

Actora: 

Autoridades demandadas:

Secretaría de Hacienda a través de

la Coordinación Política de lngresos

de su Dirección General de

Recaudación y otra autoridad.

Tercero interesado: No existe

Ponente: Monica Boggio Tomasaz

Merino, Magistrada Titular de la

Primera Sala de lnstrucción.

Cuernavaca, Morelos; a veintisiete de noviembre de dos mil

veinticuatro.

VISTOS para resolver en definitiva los autos del expediente

administrativo TJA/1a914612024, promovido por 

 por su propio derecho, en contra de la

Secretaría de Hacienda a través de la Coordinación Política de

lngresos de su Dirección General de Recaudación y otra

autoridad; y

RESULTANDO

1. Presentación de la demanda. Mediante escrito presentado

el veintitrés de abril de dos mil veinticuatro, ante la Oficialía de

Partes Común de este Tribunal, compareció la actora

promoviendo démanda de nulidad en contra de las autoridades

demandadas, narró como hechos de su demanda, los que

expresó en el capítulo correspondiente, mismos que en obvio de

repeticiones innecesarias aquí se tienen por íntegramente

reproducidos, como si a la letra se inseftasen; expresó las
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razones por las que ¡mpugna el acto; ofreció sus pruebas y

concluyó con sus puntos petitorios.

2. Acuerdo de admisión y emplazamiento. Por auto de siete

de mayo de dos mil veinticuatro, se admitió la demanda

ordenándose formar y registrar en el libro de Gobierno

correspondiente, con las copias simples se orden ó emplazar a

las autoridades demandadas, para que dentro del término de

diez días dieran contestación a la demanda, con el

apercibimiento de que, en caso de no hacerlo, se les tendría por

precluido su derecho y por contestados en sentido afirmativo los

hechos directamente atribuidos en su contra. Asimismo, se le
tuvo por anunciadas las pruebas ofrecidas y se le condicionó la

suspensión solicitada.

3. Levantamiento de la suspensión. El dieciocho de junio del

presente año, se dejó sin efectos la medida suspensional

concedida porque la actora no exhibió la garantía ordenada.

4. Contestación de demanda. Practicados que fueron los

emplazamientos de ley, mediante autos de fecha dieciocho de

j;nio de dos mil veinticuatro, se tuvo a las autoridades

demandadas, dando contestación en tiempo y forma, a la

demanda entablada en su contra, con lo que se mandó dar vista

a la parte actora para que manifestara lo que a su derecho

correspondiera, asimismo se informó a la parte actora del

término legal para ampliar su demanda.

5. Desahogo de vista. El diez de julio de dos mil veinticuatro, se

tuvo a la parte actora por perdido su derecho para desahogar la

vista señalada en autos de fecha dieciocho de junio de dos mil

veinticuatro.

6. Ampliación de demanda. Por acuerdo de fecha diecinueve

de agosto de dos mil veinticuatro, se tuvo a la parte actora por
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precluido su derecho para ampliar la demanda

7. Apertura del juicio a prueba. Asimismo, por acuerdo de

fecha diecinueve de agosto de dos mil veinticuatro, por así

permitirlo el estado procesal, la Sala instructora ordenó abrir el

juicio a prueba, concediendo a las partes un término común, de

cinco días para ofrecer las que estimaran pertinentes.

8. Pruebas. El nueve de septiembre de dos mil veinticuatro, se

proveyó lo relativo a las pruebas de las partes y se señaló fecha

para el desahogo de la Audiencia de Ley correspondiente.

9. Audiencia de pruebas y alegatos. Finalmente, el dieciocho

de octubre de dos mil veinticuatro, tuvo verificativo la audiencia

de pruebas y alegatos, referida en el punto que antecede, citando

a las partes para oír sentencia, la que ahora se emite al tenor de

los siguientes:

CONSIDERANDOS

l.-Competencia. Este Tribunal, es competente para conocer y

resolver el presente asunto de conformidad con lo dispuesto por

116 fracción V, de la Constitución Federal; 109 Bis de la

Constitución Local; 1, 3, 7, 84, 85, 86, 89 y demás relativos y

aplicables de la Ley de la materia; 1, 3 fracción lX, 4 fracción lll,

16, 18 inciso B), fracción ll, inciso a), y la disposición transitoria

Segunda, de la Ley Orgánica; porque el acto impugnado es

administrativo y se lo imputa a autoridades que pertenecen a la

administración pública del Estado, Morelos; lugar donde ejerce

su jurisdicción este Tribunal.

ll. Existencia del acto. Por razón de método en el Juicio de

Nulidad, en primer lugar se debe analizar y resolver respecto a

la existencia o inexistencia del acto impugnado, pues de no

existir el acto que se impugna, por razones de lógica, resultaría
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ocioso ocuparse de cualquier causa de improcedencia u

ocuparse del estudio de fondo de la controversia planteada, es

decir, gue para el estudio de las causales de improcedencia, o

de fondo, en primer lugar se debe de tener la certeza de que son

cieftos los actos impugnados.

La parte actora, refirió como acto impugnado:

De la SECRETARIA DE HACIENDA, a través de

IA COORDINAGIÓN POLíTICA DE /NGRESOS

DE SU DIRECCIÓN GENERAL DE

RECAUDACIÓN, el requerimiento de pago de ia

multa númerc  de fecha 15 de

marzo de 2024, por la cantidad de $1,543,00 (M¡l

Quinientos Cuarenta y Tres pesos 00/100 M N.)

emitida por el     ,

en su caracter de Director General de

Recaudación, por supuesfa mente incumplir al

acuerdo 18 de noviembre del 2022.

DeI PRESIDENTE EJECUTOR DEL TRIBUNAL

ESTATAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE

DEL ESTADO DE MORELOS, el acuerdo de

fecha 22 de mazo del 2023 a través del cual

determina imponer la sanción prevista por el

afticulo 148 de la Ley Federal de los Trabajadores

al Seruicio del Estado, en virtud de la falta de

cumplimiento al requerimiento de pago ordenadc

mediante acuerdo de fecha 18 de noviembre de

2022." (Sic).

Persigu endo las siguientes p'etensiones

K
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"...LA NULIDAD LISA Y LLANA Requerimiento de

Pago de la multa número  por la

cantidad de $1,543.00 (Mil Quinientos Cuarenta y

Ires Pesos 00/100 M.N); así como el acuerdo de

fecha 22 de marzo del 2023 emitido por el

Presidente Ejecutor del Tribunal Estatal de

Conciliación y Arbitraje del Estado de Morelos" Sic.

Sin embargo, del análisis integral al escrito inicial de demanda,

se determina que el acto que impugna es:

"El requerimiento de pago de fecha quince de

marzo de dos mil veinticuatro, con número de folio

, emitido por el Director General de

Recaudación de la Coordinación de Política de

lngresos de la Secretaría de Hacienda del Poder

Ejecutivo del Estado de Morelos, a cargo de

, en su carácter de

Presidenta Municipal del Ayuntamiento

Constitucional de Puente de lxtla, Morelos."

En ese sentido la existencia jurídica del acto impugnado, quedó

acreditada con la copia ceftificada que exhibió la autoridad

demandada, que puede ser consultada en la página 103 del

expediente en que se actúa, documento público que tiene pleno

valor probatorio de conformidad con los artículos 437, fracción ll,

490 y 491 , del Código Procesal Civil, aplicado supletoriamente a

la Ley de la materia.

lll. Causales de lmprocedencia. Por tratarse de una cuestión

de orden público y estudio preferente, en términos de lo

establecido en el último párrafo del artículo 37 de la Ley de la

materia, ésta potestad procede a realizar el estudio de las
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causales de improcedencia, para verificar si en la presente

controversia se actualiza alguna de las previstas en el precepto

mencionado; ello en concordancia con lo establecido en el

siguiente criterio jurisprudencial de aplicación por analogía y de

observancia obligatoria según lo dispone el artículo 217 de la Ley

de Amparo:

IMPROCEDENCIA. ESTUDIO

PREFERENCIAL DE LAS CAUSALES

PREVISTAS EN EL ARTíCULO 73 DE LA LEY

DE AMPARO.l De conformidad con lo dispuesto

en el último párrafo del artículo 73 de la Ley de

Amparo las causales de improcedencia deben

ser examinadas de oficio y debe abordarse en

cualquier instancia en que eljuicio se encuentre;

de tal manera que si en la revisión se advierte

que existen otras causas de estudio preferente

a la invocada por el Juez para sobreseer, habrán

de analizarse, sin atender razonamiento alguno

expresado por la recurrente. Esto es así porque

si bien el artículo 73 prevé diversas causas de

improcedencia y todas ellas conducen a

decretar el sobreseimiento en el juicio, sin

analizar el fondo del asunto, de entre ellas

existen algunas cuyo orden de importancia

amerita que se estudien de forma preferente.

Una de estas causas es la inobservancia al

principio de definitividad que rige en el juicio de

garantías, porque si, efectivamente, no se

atendió a ese principio, la acción en sí misma es

improcedente, pues se entiende que no es éste

lNovena Época, Núm. de Registro: 194697, lnstanc¡a: Pr¡mera Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judic¡al de la

Federación y su Gac:ta, Tomo lX, Enero de 1999, tr'later¡a(s): Común, Tesis: 1a.!. 3/99, PáCina: 13.
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el momento de ejercitarla; y la actualización de

este motivo conduce al sobreseimiento total en

eljuicio. Así, si el Juez de Distrito para sobreseer

atendió a la causal propuesta por las

responsables en el sentido de que se consintió

la ley reclamada y, por su parte, consideró de

oficio que respecto de los restantes actos había

dejado de existir su objeto o materia; pero en

revisión se advierte que existe otra de estudio

preferente (inobservancia al principio de

definitividad) que daría lugar al sobreseimiento

total en el juicio y que, por ello, resultarían

inatendibles los agravios que se hubieren hecho

valer, lo procedente es invocar tal motivo de

sobreseimiento y con base en él confirmar la

sentencia, aun cuando por diversos motivos, al

sustentado por el referido Juez de Distrito.

La autoridad demandada Presidente Ejecutor del Tribunal de

Conciliación y Arbitraje hizo valer la causal de improcedencia

que establece el artículo 37, fracción lV, en relación con el

artículo 38, fracción ll de la Ley de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos, misma que se actualiza, y se declara

procedente el sobreseimiento por cuanto a la autoridad

Presidente Ejecutor del Tribunal de Gonciliación y Arbitraje,

toda vez que no existe fundamento para que este Órgano

Colegiado examine la legalidad de los actos del Tribunal Estatal

de Conciliación y Arbitraje del Estado de Morelos, pues para ello

existen otros medios de defensa, ya sea en el proceso o fuera

de é1, a través de los cuales pudieran someterse a escrutinio las

actuaciones de dicho Tribunal.
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Por su parte, las autoridades dernandadas, Secretaría de

Hacienda y coordinación Política de lngresos del Gobierno

del Estado de Morelos, hicieron valer la causal de

improcedencia prevista en la fracción XVI del artículo 32, y 38

fracción ll en relación con el artículo 12 fracción ll, inciso a) de a

Ley de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, en virtud

de que no son autoridades ordenadoras ni ejecutoras del

requerimiento de pago controvertido.

Lo anterior en razón de que la causal de improcedencia prevista

por el artículo 37, en su fracción XVl2, en relación al artículo 12,

fracción ll, inciso a) de la Ley Ce la materia, mismo que establece

que, son partes en el proceso, las demandadas, teniendo este

carácter, las autoridades omisas o las que dicten, ordenen,

ejecuten o traten de ejecutar el acto, resolución o actuación

de carácter administrativo o fiscal de que se trate, o a las

que se les atribuya el silencio administrativo, o en su caso

aquellas que las sustituyan.

Por lo que, conforme a lo expuesto, ha lugar a sobreseer el

presente juicio de nulidad, en relación a las autoridades,

Secretaría de Hacienda y Coordinación Política de lngresos

del Gobierno del Estado de Morelos, porque dicha autoridad

no emitió el requerimiento de pago impugnado. Orienta el

criterio adopiado, la tesis de jurisprudencia de texto y rubro

siguiente:

SOBRESEIMIENTO. ES IMPROCEDENTE

DECRETARLO EN TÉNMIruOS DE LA

FRACCIÓ¡¡ ¡V DEL ARTíCU LO 74 DE LA LEY DE

AMPARO, SI NEGADO EL ACTO RECLAMADO

POR ALGUNA O VARIAS DE LAS

AUTORIDADES RESPONSALES SE

:l(Vl. Los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta Ley

8
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DEMUESTRA SU EXISTENCIA RESPECTO DE

OTRA U OTRAS, PUES LA CAUSAL QUE SE

ACTUALIZA ES LAPREVISTA EN LA DIVERSA

FRAccróru ¡u DEL pREcEpro y LEy crrADos.

En el supuesto de que las autoridades negaran el

acto que les fue atribuido, sin que la parte quejosa

hubiese aportado prueba en contrario, y de las

constancias procesales se demuestra que una

diversa autoridad aceptó el mismo, esto es, que el

acto reclamado sí existe, no resulta lógico ni

jurídico sostener que éste, considerado como una

determinación de la autoridad responsable que

puede afectar la esfera jurídica del quejoso, sólo

exista respecto de algunas autoridades y no en

relación con otras, es decir, tal hipótesis se

actualizaría sólo cuando todas las autoridades

señaladas como responsables negaran la

existencia del acto que se les atribuye y en autos

no se demuestre lo contrario, pero no si se acredita

que los actos reclamados sí existen, respecto de

alguna autoridad. Consecuentemente si no se

demuestra la intervención de ciertas autoridades

en el juicio de amparo, se aelualizará la causal de

improcedencia establecida en el artículo 73,

fracción XVlll, eh relación con el numeral 11,

ambos de la Ley de Amparo, pues si no emitieron,

dictaron, publicaron ni ejecutaron el acto que se

reclama, no puede considerárseles como

responsables en el juicio de amparo, por tanto, se

deberá sobreseer en términos del artículo T4,

fracción lll, y no de la lV del mismo ordenamiento.
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En tales circunstancias, se actualiza la causal de improcedencia

contenida en el artículo 37 fracción XVl, de la Ley de la materia,

en relación con el artículo 12, fracción ll, inciso a), al no haber

intervenido con la emisión del acto impugnado en favor de

las autoridades Secretaría de Hacienda y Coordinación

Política de lngresos del Gobierno del Estado de Morelos.

Por su parte la autoridad demandada, Director General de

Recaudación, no opuso causales de improcedencia ni de

sobreseimiento.

En razón de lo anterior, este Tribunal, no advierte Ia actualización

de alguna otra causal de improcedencia, por tanto, no existe

obstáculo para proseguir con el estudio del fondo del asunto

lV.- Análisis de fondo.

La parte actora en la primera razón de impugnación manifiesta

como primer motivo de inconformidad que le causa agravio el

requerimiento de pago que se le pretende ejecutar en razón de

que la notificación que supuestamente le fue realizada no se

encuentra ajustada conforme a derecho, ya que la autoridad

demandada con fecha dos de abril de dos mil veinticuatro, le

dejó un citatorio, sin embargo, refiere que se le deja en estado

de indefensión, por no citársele debidamente, incumpliendo con

ello Ios artículos 138, fracción l,y 144, primer Párrafo del Código

Fiscal para el Estado de Morelos. Que le causa agravio la

notificación del requerimiento de pago, porque no se le llevó a

cabo en su domicilio, toda vez que no se desprende que se

constituyera en la oficina que ocupa la Presidencia Municipal;

además de que no se cercioró el Notificador de haberse

constituido en su domicilio.

l0
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La autoridad demandada sostuvo la legalidad de la notificación

que se practicó el tres de abril de dos mil veinticuatro, del

requerimiento de pago impugnado.

Las razones de impugnación son inoperantes para declarar la

nulidad del requerimiento de pago impugnado, porque con la

notificación que se llevó a cabo el día tres de abril de dos mil

veinticuatro no la dejó en estado de indefensión, porque se le

dio a conocer a la parte actora el contenido del requerimiento

impugnado número , del quince de maÍzo de dos

mil veinticuatro, teniendo expedito su derecho de impugnarlo,

el que ejerció ante este Tribunal dentro del plazo de quince días

que establece el artículo 40, fracción I de la Ley de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos, pues manifestó motivos

de inconformidad por los cuales considera que se debe declarar

La teoría denominada: "ilegalidades no invalidantes", consiste

fundamentalmente en la necesidad de preservar la actuación de

una autoridad administrativa a pesar de su ilegalidad, cuando las

omisiones o vicios no afecten efectivamente la defensa del

particular ni trasciendan al sentido de la resolución impugnada,

en atención al beneficio de intereses colectivos encaminados al

aseguramiento del objeto del acto administrativo.

Por lo que, con la notificación que se llevó a cabo el día tres de

abril de dos mil veinticuatro, no deja sin defensa a la actora,

pues conoció de forma oportuna el requerimiento impugnado; al

no existir un perjuicio efectivo respecto a la forma como se

notificó el requerimiento de pago impugnado, no procede

declarar su nulidad.
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Sirven de orientación las tesis jurisprudenciales:

VIOLACIONES PROCESALES. PARA

RECLAMARLAS EN AMPARO DIRECTO

CONTRA LEYES CON MOTIVO DE UN ACTO DE

APLICACIÓN DENTRO DE UN

PROCEDIMIENTO, DEBEN AFECTAR LAS

DEFENSAS DEL QUEJOSO Y TRASCENDER

AL RESULTADO DEL FALLO. Conforme a lo que

establece el artículo 158 de la ley reglamentaria de

los preceptos 103 y 107 constitucionales, cuando

dentro deljuicio surjan cuestiones, que no sean de

imposible reparación, sobre constitucionalidad de

Ieyes, tratados internacionales o reglamentos, sólo

podrán hacerse valer en el amparo directo que

proceda en contra de la sentencia definitÍva, laudo

o resolución que ponga fin al juicio. Esta hipótesis

implica que cuando el acto dentro del juicio tenga

la característica de imposible reparación, será

procedente el juicio de amparo indirecto conforme

al supuesto previsto en el artículo 114, fracción I,

de la ley de la materia. Asimismo, que si se trata

de un acto dentro de juicio, como acto de

aplicación de una ley, tratado internacional o

reglamento, para ser examinable en el juicio de

amparo directo, debe incidir en la afectación a las

defensas del quejoso y trascender al resultado del

fallo, porque del análisis armónico y sistemático de

lo dispuesto en los artículos 158 y 166, fracción lV,

de la Ley de Amparo se observa que debe

precisarse con claridad en qué consiste el acto de

aplicación, en su caso cuál es el precepto o

12
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preceptos aplicados, y deben expresarse los

conceptos de violación relativos, a fin de que el

Tribunal Colegiado pueda calificar esa

constitucionalidad en la parte considerativa de la

sentencia. Pero, para que proceda el análisis de la

constitucionalidad de la ley, tratado internacional o

reglamento, con motivo de su aplicación en un acto

dentro de juicio, es preciso que éste constituya una

violación procesal que afecte las defensas del

quejoso y trascienda al resultado del fallo, porque

los actos dentro de juicio que no son de imposible

reparación y no tengan como consecuencia directa

e inmediata la afectación de las defensas del

quejoso y que trasciendan al resultado del fallo, no

causan perjuicio jurídico que legitime para

provocar que se califique la constitucionalidad de

la ley, porque finalmente lo que le causa agravio es

lo resuelto en la sentencia definitiva, laudo o

resolución que puso fin al juicio. Lo anterior es

congruente con el objeto del juicio de amparo

directo, pues una ejecutoria que conceda el

amparo anula la sentencia, el laudo o la resolución

que puso fin al juicio o bien ordena la reposición

del procedimiento a partir del acto procesal que

produjo la afectación a las defensas del quejoso y

trascendió al resultado del fallo."3

ACTO ADMINISTRATIVO. SU VALIDEZ Y

EFICACIA NO SE AFECTAN CON MOTIVO DE

.ILEGALIDADES NO INVALIDANTES' QUE NO

3 Novena Época. Registro 194479.lnstanc¡a: Segunda Sala. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta. lX, Mazo de 1999. Materia(s): Constitucional, Común. Tesis: 2a./J. 18/99. Página: 300.
Tesis de jurisprudencia 18/99. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del
veinticuatro de febrero de mil novecientos noventa y nueve.
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TRASCIENDEN NI CAUSAN INDEFENSIÓN O

AGRAVTO AL PARTTCULAR (CÓDtcO FTSCAL

DE LA FEDERACIÓN VIGENTE HASTA EL 3I

DE DICIEMBRE DE 2005). Si la ilegalidad del acto

de autoridad no se traduce en un perjuicio que

afecte al pafticular, resulta irrelevante tal vicio, en

tanto que se obtuvo el fin deseado, es decir,

otorgarle la oportunidad para que ofreciera

pruebas y alegara lo que a su derecho conviniere.

En consecuencia, es evidente que no se dan los

supuestos de ilegalidad a que se refiere el artículo

238, fracción lll, del Código Fiscal de la

Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de

2005, si no se afectaron las defensas del parlicular,

por lo que al no satisfacerse las condiciones

legales para la eficacia de la ilegalidad en comento,

resulta indebido declarar la nulidad, cuando la ratio

legis es muy clara en el sentido de preservar y

conservar actuaciones de la autoridad

administrativa que, aunque Ílegales, no generan

afectación al particular, pues también debe

atenderse y perseguir el beneficio de intereses

colectivos, conducentes a asegurar efectos tales

como una adecuada y eficiente recaudación fiscal,

lo que justifica la prevención, clara e incondicional

del legislador, en el sentido de salvaguardar la

validez y eficacia de ciertas actuaciones; y es así

que el ar1ículo 237 del mismo código y vigencia,

desarrolla el principio de presunción de legitimidad

y conservación de los actos administrativos, que

incluye lo que en la teoría del derecho

administrativo se conoce como "ilegalidades no
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invalidantes", respecto de las cuales no procede

declarar su nulidad, sino confirmar la validez del

acto administrativo. Luego, es necesario que tales

omisiones o vicios afecten las defensas del

particular y trasciendan al sentido de la resolución

impugnada y que ocasionen un perjuicio efectivo,

porque de lo contrario el concepto de anulación

esgrimido sería insuficiente y ocioso para declarar

la nulidad de la resolución administrativa

impugna da."4

La parte actora en la primera razón de impugnación como

segundo motivo de inconformidad señala que el

requerimiento de pago no le fue debidamente notificado

conforme a lo dispuesto por el artículo 95, del Código Fiscal para

el Estado de Morelos, porque no se le dio vista con el acuerdo

de fecha veintidós de marzo de dos mil veintitrés, el cual

señala es el generador de la multa que se le impone.

La autoridad demandada sostuvo la legalidad del requerimiento

de pago impugnado.

El motivo de inconformidad de la parte actora es fundado, para

declarar la nulidad del requerimiento de pago impugnado como

se explica.

Los artículos 95, 144 y 171, del Código Fiscal para el Estado de

Morelos, establecen:

4 CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. Novena Época,
Registro: 171872,lnstancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta, XXVI, Agosto de 2007, Materia (s): Administrativa, Tesis: l.4o.A. J149, Página: I 138.
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"Artículo 95. Los acfos administrativos emitidos

por las autoridades fiscales en que se determine la

existencia de una obligación fiscal, se esfablezcan

/as bases para su liquidación o se frje en cantidad

líquida un crédito fiscal, así como todos aquellos

que sean recurribles o que se deben notificar

deberán tener, por lo menos, /os siguientes

requisitos:

l. Constar por escrito, en documento impreso o

digital.

Tratándose de acfos administrativos que consfen

en documentos digitales y deban ser notificados

personalmente deberán transmitirse codificados a

los destinatarios;

ll. Señalar la autoridad que lo emite;

lll. Estar fundado y motivado y expresar Ia

resolución, objeto o propósito de que se trate;

lV. Señalar el lugar y fecha de emisión, y

V. Ostentar la firma del funcionario competente, y

en su caso, el nombre o nombres de /as personas

a las que se envíe.

Si se trata de resoluciones administrativas que

consten en documentos digitales, deberán

contener la Firma Electrónica del funcionario

competente, Ia cual tendrá el mismo valor que la

firma autógrafa.

Si se trata de resoluciones administrativas que

determine la responsabilidad solidaria se señalará,

además, la causa legal de responsabilidad.

Cuando se ignore el nombre de la persona a quien

deba ser dirigido, deberán señalarse datos

suficientes que permitan su identificación.
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En el caso de resoluciones administrativas

suscepfibles de impugnarse, el medio de defensa

a través del cual puede ser controvertida y el plazo

para ello.

Artículo *144. Cuando la notificación se efectúe

personalmente y el notificador no encuentre a

quien deba notificar, le dejará citatorio en el

domicilio, señalando el día y la hora en que se

actúa, y que el objeto del mismo es para que el

destinatario de la notificación espere en dicho lugar

a una hora fija del día hábil posterior que se señale

en el mismo; en caso de que en el domicilio no se

encuentre alguna persona con quien pueda

llevarse a cabo la diligencia o quien se encuentre

se niegue a recibir el citatorio, éste se fijará en el

acceso principal de dicho lugar y de ello, el

notificador levantará u n a constanci a.

El día y hora señalados en el citatorio, el notificador

deberá constituirse en el domicilio del interesado,

y deberá requerir nuevamente la presencia del

destinatario y notificarlo, pero si /a persona citada

o su representante legal no acudiera a la cita, se

practicará la diligencia con quien se encuentre en

el domicilio o en su defecto con un vecino. En caso

de que esfos últimos se negasen a recibir la

notificación, ésfa se hará por cualquiera de /os

medios previstos en el artículo 138 de esfe código.

AI hacerse la notificación, se entregará al

notificado o a Ia persona con quien se entienda
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Ia diligencia el documento a que se refiere Ia

notificación, entendiéndose gue para el caso de

/as notificaciones dentro del procedimiento

administrativo de ejecución, el documento al

que hace referencla esfe párrafo consisfe en el

requerimiento de pago ylo mandamiento de

ejecución.

Si /as notificaciones se refieren a requerimientos

para el cumplimiento de obligaciones no

safisfechas dentro de /os plazos legales se

causarán, a cargo de quien incurrió en el

incumplimiento, honorarios por la cantidad

equivalente a 2.00 UMA. Dicha cantidad se hará

del conocimiento del contribuyente conjuntamente

con la notificación y se deberá pagar al cumplir con

I a obligación req uerida.

En caso de no cumplir con el requerimiento a que

se refiere el párrafo anterior, se aplicará la multa

que corresponda.

Artículo 171. El ejecutor designado por el jefe de

la oficina exactora se consfffuirá en el domicilio del

deudor y deberá identificarse ante la persona con

quien se practicará la diligencia de requerimiento

de pago y de embargo de bienes, con interuención

de la negociación, en su caso, cumpliendo las

formalidades que se señalan para /as

notificaciones persona/es en los artículos 138 y

144 de esfe Código. De esfa diligencia se

levantará acta pormenorizada de la que se
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entregará copia a la persona con quien se entienda

Ia misma. El acta deberá llenar los requisitos a que

se refiere el artículo 95 de esfe ordenamiento.

Si /a notificación del crédito fiscal adeudado o del

requerimiento de pago, €fi su caso, se hizo por

edictos, la diligencra se entenderá con la autoridad

municipal o local que resulte competente, de

conformidad con la circunscripción de los bienes,

salvo que en el momento de iniciarse la diligencia

compareciere el deudor, en cuyo caso se

entenderá can é1."

De una interpretación literal se intelecta que, cuando la

notificación deba efectuarse personalmente en el domicilio de la

persona buscada y el notificador no encuentre a quien deba

notificar, le dejará citatorio en el domicilio, para que espere a una

hora fija del día hábil siguiente; que, al hacerse la notificación, se

entregará al notificado o a la persona con quien se entienda la

diligencia el documento a que se refiere la notificación,

entendiéndose que para el caso de las notificaciones dentro del

procedimiento administrativo de ejecución, el documento al que

hace referencia este párrafo consiste en el requerimiento de

pago y/o mandamiento de ejecución. Si las notificaciones se

refieren a requerimientos para el cumplimiento de obligaciones

no satisfechas dentro de los plazos legales se causarán, a cargo

de quien incurrió en el incumplimiento, honorarios por la cantidad

equivalente a 2.00 UMA's. Dicha cantidad se hará del

conocimiento del contribuyente juntamente con la notificación y

se deberá pagar al cumplir con la obligación requerida. En caso

de no cumplir con el requerimiento a que se refiere el párrafo

anterior, se aplicará la multa que corresponda.
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Que, el ejecutor designado por el jefe de la oficina exactora se

constituirá en el domicilio del deudor y deberá identificarse ante

la persona con quien se practicará la diligencia de requerimiento

de pago y de embargo de bienes, con intervención de la

negociación, en su caso, cumpliendo las formalidades que se

señalan para las notificaciones personales en los artículos 138 y

144, de ese Código. De esta diligencia se levantará acta

pormenorizada de la que se entregará copia a la persona con

quien se entienda la misma. El acta deberá llenar los requisitos

a que se refiere el artículo 95 de ese ordenamiento. Si la

notificación del crédito fiscal adeudado o del requerimiento de

pago, en su caso, se hizo por edictos, la diligencia se entenderá

con la autoridad municipal o local que resulte competente, de

conformidad con la circunscripción de los bienes, salvo que en el

momento de iniciarse la diligencia compareciere el deudor, en

cuyo caso se entenderá con é1.

El Código Fiscal para el Estado de Morelos, impone al notificador

ejecutor la obligación de que, al hacerse la notificación, debe

entregar al notificado o a la persona con quien se entienda la

diligencia el documento a que se refiere la notificación,

entendiéndose que, para el caso de las notificaciones dentro del

procedimiento administrativo de ejecución, el documento al que

hace referencia este párrafo consiste en el requerimiento de

pago y/o mandamiento de ejecución.

De conformidad con el artículo 144, antes citado debe

entenderse que el documento que debería entregar el notificador

es solamente el requerimiento de pago o mandamiento de

ejecución; sin embargo, el documento a que se refiere la

notificación -es decir, el documento a que se refiere el

requerimiento de pago notificado-, está vinculado al expediente

20
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  de donde emana la multa administrativa no

fiscal; que constituye el crédito fiscal que se pretende cobrar a la

parte actora; la cual, de acuerdo al oficio número

SDEyTffECyA/00302612023 del veintidós de marzo de dos mil

veintitrés, suscrito por el Presidente y Tercer Arbitro; y la

Secretaría General, ambos del Tribunal Estatal de Conciliación y

Arbitraje del Estado de Morelos, deriva del acuerdo del diecr'séis

de febrero de dos mil veintitrés.

De la valoración que se realiza al acta de notificación estatal del

quince de marzo de dos mil veinticuatro se desprende, que el

Notificador y Ejecutor Fiscal adscrito a la Dirección General de

Recaudación de la Coordinación Política de lngresos

dependiente de la Secretaría de Hacienda del Gobierno del

Estado de Morelos, no notificó debidamente a la parte actora el

requerimiento de pago impugnado, porque no se le entregó el

oficio SDEyT/TECyA/00302612023 del veintidós de marzo de

dos mil veintitrés; y el acuerdo de fecha dieciocho de

noviembre de dos mil veintidós, que dieron origen al cobro del

crédito fiscal.

No es obstáculo que a hoja 108 y 108 vuelta del proceso esté el

oficio número SDEyT/TECyA/00302612023, emitido por el

Presidente y Tercer Arbitro; y la Secretaría General, ambos del

Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje del Estado de

Morelos; y que a hoja 111 a 113 del proceso, corra agregado el

acuerdo de fecha dieciocho de noviembre de dos mil veintidós,

toda vez que de su lectura no está demostrado que se le haya

entregado a la parte actora el día que conoció el requerimiento

de pago.
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De la instrumental de actuaciones tampoco se demuestra que la

actora haya recibido los citados documentos.

Por lo tanto, es ilegal el actuar de la demandada, porque violenta

lo dispuesto por los artículos 95, 144 y 171, del Código Fiscal

para el Estado de Morelos; asÍ como el derecho de legalidad y

seguridad jurídica contenidos en el artículo 16 de la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos, al no haber entregado

a a parte actora los documentos que sirviefon de base para la

expedición del requerimiento de pago, como son el oficio el oficio

número SDEyT/TECyA/00302612023, emitido por el Presidente

y Tercer Arbitro; y la Secre--aría General, ambos del Tribunal

Estatal de Conciliación y Arbitraje del Estado de Morelos; y el

acuerdo de fecha dieciocho de noviembre de dos mil veintidós,

que contiene la determinación del crédito fiscal emitido por el

Presidente Ejecutor del Tribunal Estatal de Conciliación y

Arbitraje del Estado de Morelos.

En esta tesitura, el acto impugnado es ilegal porque violentó el

principio de legalidad garantizado en el primer párrafo del

artículo 16 constitucional, al no haberse observado lo establecido

en los artículos 95, 1 44 y 171, del Código Fiscal para el Estado

de Morelos.

Lo anterior sin perjuicio de lo previsto por el artículo 89, tercer

párrafo, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de

Morelos.

La parte actora en la segunda razón de impugnación

manifiesta como primer motivo de inconformidad que el

requerimiento de pago no se encuentra debidamente motivado,

porque señala como fundamento de la sanción el incumplimiento

22



WI T}A
TJA/1'S/14612024

al acuerdo de fecha dieciocho de noviembre de dos mil veintidós,

sin embargo, de ese acuerdo no se desprende la imposición de

la multa, toda vez que ese acuerdo señala un apercibimiento, no

así la materialización de la multa, por lo que dice carece de

motivación.

La autoridad demandada sostuvo la legalidad del requerimiento

de pago impugnado.

El artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos, establece en su primer párrafo que. "Nadie puede

ser molesfado en su persona, familia, domicilio, papeles o

posesiones, slno en virfud de mandamiento escrito de la
autoridad competente, que funde y motive la causa legal del

procedimiento. En los juicios y procedimientos segurdos en

forma de juicio en los gue se establezca como regla la oralidad,

bastará con que quede constancia de e//os en cualquier medio

que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto

en esfe párrafo..." (Énfasis añadido).

De ese artículo se obtiene que el acto de molestia se encuentre

debidamente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero

como el señalamiento de los preceptos legales aplicables al caso

y por lo segundo, las circunstancias especiales, razones

particulares o causas inmediatas que tuvo en consideración la

autoridad para emitir su acto, haciendo necesario además que

exista adecuación entre los primeros y los segundos, para que

se configure la hipótesis normativa, circunstancias que deben

darse conjuntamente.

Para considerar que se cumple con el derecho de

fundamentación establecido en el artículo 16, de la Constitución

Federal, es necesario que la autoridad precise las circunstancias
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espec¡ales, razones particulares o causas inmediatas que tuvo

en consideración la autoridad para emitir su acto y el dispositivo

legal que resulte aplicable al caso

La autcridad demandada en el requerimiento de pago

impugnado señaló como motivo de la sanción el incumplimiento

al acuerdo de fecha dieciocho de noviembre de dos mil veintidós,

emitido en el expediente   el cual obra a hoja

111 a 113 del proceso, en el que consta que el Presidente

Ejecutor del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje del

Estado de Morelos, decretó el auto de ejecución en ese

expediente hasta por la cantidad de $271,584.g0(doscientos

setenta y un mil quinientos ochenta y cuatro pesos 90/100 M.N.),

por lo que requirió al Ayuntamiento de Puente de lxtla, Morelos,

a través de la pafte actora en el presente juicio, en su entonces

carácter de Presidenta Municipal, su pago, asícomo la exhibición

de las constancias de alta y pago de aportaciones relativas al

lnstituto Mexicano del Seguro Social o al lnstituto de Seguridad

y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado y al lnstitutc

de Crédito para los Trabajadores al Servicio del Gobierno del

Estado de Morelos por todo el tiempo laborado, hoja se servicios

y carta de certificación de salario; que para el caso de negativa

la parte actora en el presente juicio, se le apercibió que se le

impondría una multa por el equivalente de $1,000.00 (mil pesos

00/10c rJr N.)

Razón por la cual se determina que el requerimiento de pago nc

se encuentra debidamente motivado, toda vez que debió citar

como motivo de la multa administrativa no fiscal que fue turnada

para su oobro, los acuerdos de fecha dieciocho de noviembre de

dos mil veintidós y dieciséis de febrero de dos mil veintitrés, toda

vez que el primero de los acuerdos se determinó que se le
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impondría la multa y en el segundo acuerdo se determinó la

aplicación de la multa.

En consecuencia, se determina que el requerimiento de pago no

se encuentra debidamente motivado, porque a la parte actora se

le dio a conocer en detalle y de manera completa la esencia de

todas las circunstancias y condiciones para sustentar por qué

realiza el cobro de la multa administrativa no fiscal por la cantidad

de $1,000.00 (mil pesos 00/100 M.N.), y el fundamento legal

aplicable, permitiéndole con ello una real y auténtica defensa.

Sirven de orientación los siguientes criterios jurisprudenciales,

aplicables por analogía al caso que nos ocupa, que a la letra

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL

ASPECTO FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU

FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR,

JUSTIFICAR, POSIB¡LITAR LA DEFENSA Y

COMUNICAR LA DECISIÓN. El contenido formal

de la garantía de legalidad prevista en el artículo 16

constitucional relativa a la fundamentación y

motivación tiene como propósito primordial y ratio

que el justiciable conozca el "para qué" de la

conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle

a conocer en detalle y de manera completa la

esencia de todas las circunstancias y condiciones

que determinaron el acto de voluntad, de manera

que sea evidente y muy claro para el afectado

poder cuestionar y controvertir el mérito de la

decisión, permitiéndole una real y auténtica

defensa. Por tanto, no basta que el acto de
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autoridad apenas observe una motivación pro

forma pero de una manera incongruente,

insuficiente o imprecisa, que impida la finalidad del

conocimiento, comprobación y defensa pertinente,

ni es válido exigirle una amplitud o abundancia

superflua, pues es suficiente la expresión de lo

estrictamente necesario para explicar, justificar y

posibilitar la defensa, así como para comunicar la

decisión a efecto de que se considere debidamente

fundado y motivado, exponiendo los hechos

relevantes para decidir, citando la norma habilitante

y un argumento mínimo pero suficiente pa'a

acreditar el razonamiento del que se deduzca la

relación de pertenencia lógica de los hechos al

derecho invocado, que es la subsuncións.

FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. La debida

fundamentación y motivación legal, deben

entenderse, por lo primero, la cita del precepto

legal aplicable al caso, y por lo segundo, las

razones, motivos o circunstancias especiales que

llevaron a la autoridad a concluir que el caso

particular encuadra en el supuesto previsto por la

norma legal invocada como fundamentoo.

s CUARTO -RIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo dire:to
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175,O82. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Novena Época. lnstancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente:
Serranario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXrll, Mayo de 2006. Tesis: l.4o.A. J/43. Página: 1531

6S=GUNDO TRIBUNAL COLEGTADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 194/88. Bufete lndustral
Cc,nstrucciores, S.A. de C.V. 28 de junio de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel.
Secr¿tario: Jorge Alberto González Alvarez. Revisión fiscal 103/88. lnstituto Mexicano del Seguro Social. '18 de
oc:ulre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Arnoldo Nájera Virgen. Secretario: Alejandro Esponda Rincón.
Amparo en revisión 333/88. Adilia Romero. 26 de octubre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Arnoldo Nájera
Virgen. Secretario: Enrique Crispín Campos Ramírez. Anparo en revisión 597195. Emilio Maurer Bretón. 15 de
novi:mbre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Clenentina Ramírez Moguel Goyzueta. Secretario: Gonzalo
C¿rera Mol na. Amparo directo 7/96. Pedro Vicente López Miro. 21 de febrero de 1996. Unanimidad de votcs.
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La parte actora en segundarazon de impugnación como

segundo motivo de inconformidad señala que es ilegal el

requerimiento de pago que impugna porque no cumple con lo

dispuesto por el artículo 170 bis, del Código fiscal para el

Estado de Morelos.

La autoridad demandada sostuvo la legalidad del acto

impugnado.

El motivo de inconformidad del actor es infundado, en razon

de que el artículo 170 bis, del Código fiscal para el Estado de

Morelos, que señala lo siguiente:

"Artículo *170 BrS. Las autoridades

administrativas o jurisdiccionales que soliciten el

auxilio de /as autoridades fi'scales para hacer

efectivo el cobro de sanciones económicas o

multas que no sean de carácter fiscal, deberán

establecer relaciones de colaboración, mediante la

suscripción de los Convenios respectivos, en /os

que se establecerán /os lineamienfos para el

ejercicio del pracedimiento económico coactivo; y,

en su caso, los porcentajes que correspondan a la

autoridad fiscal por la administración, control,

ejercicio y cobro coactivo de las mismas, no será

menor al 30 por ciento del importe de cada multa o

sanción; asimismo, /as autoridades a/ so/icitar el

cobro, deberán indicar como mínimo en la solicitud

/os dafos siguientes:

Ponente: María Eugenia Estela Martínez Cardiel. Secretario: Enrique Baigts Muñoz. No. Registro: 203,143.
Jurisprudencia. Materia(s):Común. Novena Época. lnstancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente:
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: lll, Marzo de 1996. Tesis: Vl.2o. J143. Página: 769
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l. Nombre completo del infractor;

ll. Domicilio del infractor;

I I l. Autoridad sancionadora;

lV. Fundamento legal aplicable a la sanción

económica o multa impuesta;

V. Monto de la sanción económica o multa

impuesta;

Vl. Motivo de la sanción;

Vll. Número de expediente del cual se origina ia

sanción económica o multa impuesta;

Vlll. Fecha de la determinación o acuerdo con

resolución del cual se origina la sanción económica

o multa impuesta; y,

lX. Fecha de notificación al infractor de la sanción

económica o multa impuesta.

En caso de que la autoridad solicitante omita el

señalamiento de /os datos requeridos para el inicto

del procedimiento administrativo de ejecución, se

requerirá a ésta /os dafos para que, en el plazo de

cinco días hábiles contados a partir de la fecha de

su solicitud, sean enviados; si transcurrido dicho

plazo no son proporcionados, la autoridad exactora

emitirá un acuerdo de certificación y se procederá

a la devolución de los documentos dentro de las

cuarenta y ocho horas siguientes, haciéndolo del

conocimiento al superior jerárquico de la autoridad

solicitante. La autoridad solicitante podrá presentar

de nueva cuenta la solicitud para reiniciar el cobro

coactivo de la sanción económica o la multa

impuesta.
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La autoridad solicitante deberá anexar copia

certificada de la determinación, acuerdo o

resolución por la cual se impone la sanción

económica o multa al infractor, así como de Ia

notificación de la misma al infractor."

De una interpretación armónica se determina que los requisitos

que señala, deben cumplir las autoridades administrativas o

jurisdiccionales en la solicitud de auxilio de las autoridades

fiscales para hacer efectivo el cobro de sanciones económicas o

multas que no sean de carácter fiscal, no asÍ que se deben

establecer en los requerimientos de pago, por tanto, la autoridad

demandada no se encontraba obligada a establecer esos

requisitos en el acto impugnado.

La parte actora en la segunda razón de impugnación como

tercer motivo de inconformidad y en la tercera razon de

impugnación manifiesta señala las razones, causas y

circunstancias por las cuales considera que es ilegal la multa

administrativa no fiscal que le fue impuesta por el Tribunal Estatal

de Conciliación y Arbitraje del Estado de Morelos, derivada de

los dieciocho de noviembre de dos mil veintidós y dieciséis de

febrero de dos mil veintitrés, emitidos en el expediente

   por la cantidad de $1,000.00 (mil pesos

00/100 M.N.), son inoperantes, porque la parte actora en el

presente proceso no puede cuestion ar la legalidad de esa multa,

toda vez que, tuvo expedito su derecho para impugnarla en el

expediente    donde se determinó, a través del

recurso de reconsideración conforme a lo dispuesto por los
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artículos 8487 y 873-K8, de la Ley Federal del Trabajo

Al resultar fundado el segundo motivo de inconformidad de la

primera razón de impugnación como de la parte actora, ccn

fundamento en Io dispuesto por la fracción ll, del artículo 4, de la

Ley de Justícia Administrativa del Estado de Morelos que señala:

"Artículo 4. Serán causas de nulidad de /os acfos impugnados.

... ll. Omisión de /os requisitos formales exigidos por las leyes,

siempre que afecfe /as defensas del parficular y trascienda al

sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia oe

fundamentación y motivación, en su caso;...", se declara la

NULIDAD del mandamiento de ejecución  del

15 de marzo de 2024, emitido por el Director General de

Recaudación de la Goordinación de Política de lngresos, de

la Secretaría de Hacienda del Poder Ejecutivo del Estado de

Morelos.

VIII. PRETENSIONES.

La primera pretensión de la parte actora relativa a la

declaración de nulidad lisa y llana del requerimiento de pago, es

improcedente, porque la diligencia de notificación realizada es

parte del procedimiento administrativo iniciado con motivo del

requerimiento que le fue hecho a la DIRECCIÓN GENERAL DE

7 "Articulo 848.- Los Tribunales no pueden revocar sus propias resoluciones salvo aqueltas que se combatan a

través del Recurso de Reconsideración que contempla esta Ley."

8 "Articulo 873-K.- Contra ias resoluciones pronunciadas en el procedimiento ordinario laboral, no procederá

recurso alguno, salvo el recurso de reconsideración contra /os acfos del secretario instructor establecido en el
arficulo 871 , de esta Ley. No obstante, ya sea de oficio o a petición de pafte, el juez podrá subsanar /as
omisiones o errores en que hubiere incurrido, o bien podrá precisar algún punto, hasta antes de dictar
sentencia; asimismo, podrá aclarar ésta una vez que se haya emitido.

Atendiendo a la naturaleza y fines del derecho laboral, el juez deberá asumir un desempeño proactivo, en el
que impulse permanentemente el procedimiento, evitando que las deficiencias o inconsistencias formales
cometidas durante su desarrollo trasciendan en perjuicio de las paries provocando su dilación a futuro, por Io
que de advertirlas podrá subsanarlas. En todo momento se fomentará Ia conciliación como Ia vía priúlegiada
para la solución del conflicto."
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REcAUDnclótrl DE LA coonolxnclótrl DE polílcn DE

rNGRESos, DE LA sEcRrrnnín DE HACTENDA DEL poDER

EJECUTIVO DEL ESTADO DE MORELOS por parte det

TRTBUNAL ESTATAL DE coNctunclóru y ARBITRAJE DEL

ESTADO DE MORELOS.

Por lo que con fundamento en lo dispuesto por el segundo

párrafo del artículo 89, de la Ley de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos, al haber sido declarada la nulidad del

requerimiento de pago, se deja sin efectos este, así como todos

los actos que haya emitido la demandada con motivo del acto

que ha sido declarado nulo; y la autoridad responsable queda

obligada a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos

que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos,

en los términos que establezca la sentencia.

En consecuencia, la autoridad demandada DIRECCIÓN

GENERAL DE RECAUDACIÓN DEPENDIENTE DE LA

COORDINACIÓN DE POLíTICA DE INGRESOS DE LA

SECRETARíA DE HACIENDA DEL GOBIERNO DEL ESTADO

DE MORELOS, deberá:

A) Emitir otro requerimiento de pago

debidamente fundado y motivado, en el reitere

el cobro del importe de la multa.

B) Ordenar que al notificar el requerimiento de

pago deberá cumplir con los extremos de los

artículos 95, 144 y 171, del Código Fiscal para

el Estado de Morelos y entregar el oficio

número SDEyT/TECyA/00302612023 del 22 de

marzo del2024; y los acuerdos del dieciocho de

TR,I8III'1L'E JUSTICIA ADMNISTMTWA
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noviembre de dos mil veintidós y dieciséis de

febrero de dos mil veintitrés, gu€ sirvieron de

base para el inicio del Procedimiento

Administrativo de Ejecución, por el que se está

cobrando el crédito fiscal número

.

Cumplimiento que deberá hacer la autoridad demandada en el

plazo improrrogable de DIEZ OíaS contados a partir de que

cause ejecutoria la presente resolución e informar dentro del

mismo plazo su cumplimiento a la Primera Sala de este Tribunal,

apercibiéndole que en caso de no hacerlo se procederá en su

contra conforme a lo establecido en los artículos 1 1, 90 y 91, de

la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Morelos.

A dicho cumplimiento están sujetas las autoridades

administrativas, que en razón de sus funciones deban intervenir

en el cumplimiento de esta resolución.

llustra lo anterior, la tesis jurisprudencial que a continuación se

transcribe:

AUTORIDADES NO SEÑALADAS COMO

RESPONSABLES. ESTÁN OBLIGADAS A

REALIZAR LOS ACTOS NECESARIOS PARA

EL EFICAZ CUMPLIMIENTO DE LA

EJECUTORIA DE AMPARO. Aun cuando las

autoridades no hayan sido designadas como

responsables en el juicio de garantías, pero en

razón de sus funciones deban tener intervención

en el cumplimiento de la ejecutoria de amparo,

están obligadas a realizar, dentro de los límites de

32



,i,i¡
/l\ /t\ I

|\ 1it\ l
Lu ld_\ I\=lL\7 

Iót
T}A

TJA/l "S/146/2024

su competencia, todos los actos necesarios para el

acatamiento íntegro y fiel de dicha sentencia

protectora, y para que logre vigencia real y eficacia

práctica.e

La segunda pretensión de la parte actora consistente en la

nulidad impuesta, es improcedente, porque en el presente juicio

la parte actora no puede cuestionar la multa como se determinó

en el Considerando "VII. ANÁtrSrS DE FONDO".

En ese sentido, es improcedente la pretensión de la enjuiciante,

al no haber demostrado la ilegalidad de la resolución

impugnada.

Por lo expuesto y fundado, es de resolver y se

RESUELVE

PRIMERO. Este Tribunal es competente para conocer y fallar

el presente asunto, en los términos precisados en el

considerando I de la presente resolución.

SEGUNDO. Se sobresee el presente juicio respecto a las

autoridades demandadas Presidente Ejecutor del Tribunal de

Conciliación y Arbitraje, Secretaría de Hacienda y

Coordinación Política de lngresos del Gobierno del Estado

de Moreloso en términos de lo expuesto en esta sentencia.

TERCERO. Se declara la ilegalidad del requerimiento de pago

número  de fecha 15 de marzo de 2024, por la

s No. Registro: 772,605, Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Primera Sala, Fuente: Semanario

Judicial de la Federación y su Gaceta, XXV, Mayo de2007, Tesis: 1a./. 57/2007, Página: 144.

Tesis de jurispru dencia 57 /2OO7 . Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de veinticinco de abril de dos

mil siete.
aa
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cantidad de $1,543.00 (Mil Quinientos Cuarenta y Tres pesos

001100 M.N.), por lo que se declara su nulidad.

CUARTO. Se condena a la autoridad demandada en los

térrninos y plazos establecidos en la parte final de esta

sentencia.

QUINTO. Notifíquese personalmente, como

corresponda.

legalmente

Resolución definitiva emitida en sesión ordinaria de pleno y

firmada por unanimidad de votos por los integrantes del Pleno

del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos,

Magistrado Presidente GUILLERMO ARROYO CRUZ, titular de

la Segunda Sala de lnstrucción; Magistrada MONICA BOGGIO

TOMASAZ MERINO, Titular de la Primera Sala de lnstrucción y

ponente en este asunto; Magistrada VANESSA GLORIA

CARMONA VIVEROS, Titular de la Tercera Sala de lnstrucción;

Magistrado MANUEL GARCíA QUINTANAR, titular de la Cuarta

Sala Especializada en Responsabilidades Administrativasl0;

Magistrado JOAQUíN ROQUE GoNzÁtez cEREzo, titular de

la Quinta Sala Especializada en Responsabilidades

Administrativasll; ante ANABEL SALGADO CAPISTRÁN,

Secretaria General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

MAG

GUIL

DENTE

LE OYO CRUZ

TITULAR DE LA SEGUNDA SALA DE INSTRUCCIÓN

10 En términos del artículo 4 fracción l, en relación con la disposición Séptima Transitor¡a de la Ley Orgánica del Tribunal de

Justicia Administrativa del Estado de Morelos, publicada el día L9 de julio del 2017 en el Periódico Oficial "Tierra y L¡bertad"

número 5514.
,, ídem.
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M TRADA

MON¡CA BOGGIO TOMASAZ MERINO

TrruLAR DE LA pRTMERA sALA oe rnsrnuccrót¡

. MAGISTRADA

VANESSA GLORIA CARMO

TITULAR DE LA TERCERA SALA

VIVEROS

E rNSTRuccróru

MAGISTRADO

MANUEL oancín eutNTANAR

TITULAR DE LA CUARTA SALA ESPECIALIZADA EN

RES PONSABI LI DADES ADMI N ISTRATIVAS

DO.

TRI6UNAL'E JUSTÍC1A AOM]IIISTMTIVA

DEL EST¿DO D€ I,IORELOS
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N ROQUE GO zÁtez cEREzo

TITULAR DE LA QUINTA SA

RESPONSABILIDADES

ESPECIALIZADA EN

.-- Jt
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SECRETARI RAL DE ACUERDOS

ANABE LGADO CAPISTRAN

ANABEL SALGADO CAP , Secretaria General de
JusticiaAdministrativa del Estado de Morelos, hace constar:
corresponde a la resolución del expediente número

 , por su propio
través de la Coordinación Política de lng d Di
otra autoridad.; misma que fue aprobada
veintisie:e de noviembre de dos mil

IDFA / cbcy *

del Tribunal de
nte hoja de firmas

4612024, promovido por
en contra la Secretaría de Hacienda a

eral de Recaudación y
leno celebrado el día

, ¡ÁDü.
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“En términos de lo previsto en los artículos 3 fracciones IX y X y 6 de la Ley General de Protección 
de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; 3 fracción XXI, 68 fracción VI, 113 y 116 de 
la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; y 3 fracciones XXV y XXVII, 
49 fracción VI, 84, y 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 
Moleros, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada 
o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.




